
Tema 5.– Aspectos generales de la distribución de competencias 
entre las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma de 

Euskadi y los Territorios Históricos. El concierto económico. 
Competencias de las instituciones locales.  

 
Aspectos generales de la distribución de competencias entre las 

instituciones comunes de la Comunidad Autónoma de Euskadi y los 
Territorios Históricos. 

Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de Relaciones entre las Instituciones 
comunes de la Comunidad Autónoma y los órganos forales de sus Territorios 

Históricos. 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones generales 

Artículo 1. 

1. La delimitación de competencias entre las Instituciones Comunes de la 
Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, en su 
titularidad y ejercicio, se regulará por la presente Ley, de acuerdo con lo previsto en 
la Constitución y en el Estatuto de Autonomía. 

2. De acuerdo con su tradición histórica, son Órganos Forales de los Territorios 
Históricos sus respectivas Juntas Generales y Diputaciones Forales. 

Artículo 2. 

1. Las relaciones entre las Instituciones Comunes del País Vasco y los Órganos 
Forales de sus Territorios Históricos se basarán en los principios de colaboración y 
solidaridad. 

2. En el ejercicio de sus respectivas competencias, las Administraciones del País 
Vasco actuarán de acuerdo con los principios de eficacia y coordinación. 

Artículo 3. 

La Comunidad Autónoma reconoce y garantiza la autonomía de los Municipios 
del País Vasco para la gestión de sus intereses privativos y la administración de sus 
recursos. 

Artículo 4. 



Las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma no podrán establecer 
discriminación alguna entre los Territorios en relación al reconocimiento o atribución 
de facultades y competencias. 

Artículo 5. 

1. En el ámbito de sus respectivas competencias, el Gobierno con cada una de 
las Diputaciones Forales, y éstas entre sí, podrán realizar convenios de prestación 
de servicios. 

2. Para los convenios de prestación de servicios que suscriba el Gobierno con 
una o varias Diputaciones Forales regirá, respecto de aquél, la garantía de control 
parlamentario que previene el artículo 18.e) de la Ley de Gobierno. 

3. De los convenios que entre sí realicen las Diputaciones Forales, sin perjuicio 
de las competencias y facultades de las Instituciones Comunes, se dará cuenta al 
Gobierno Vasco. 

TÍTULO I 

De las competencias de las instituciones comunes de la 
Comunidad Autónoma y de los órganos forales de sus 

territorios históricos 

CAPÍTULO I 

De las competencias de las instituciones comunes 

Artículo 6. 

1. Es de la competencia de las Instituciones Comunes de la Comunidad 
Autónoma la legislación y la ejecución en todas aquellas materias que, 
correspondiendo a la Comunidad Autónoma según el Estatuto de Autonomía, no se 
reconozcan o atribuyan en dicho Estatuto, la presente Ley u otras posteriores, a los 
Órganos Forales de los Territorios Históricos. 

2. En todo caso, la facultad de dictar normas con rango de Ley corresponde en 
exclusiva al Parlamento. 

CAPÍTULO II 

De las competencias de los Territorios Históricos 

Artículo 7. 



a) Los Órganos Forales de los Territorios Históricos tienen competencia 
exclusiva, que ejercitarán de acuerdo con el régimen jurídico privativo de cada uno 
de ellos, en las siguientes materias: 

1. Normas electorales, organización, régimen y funcionamiento de sus Órganos 
Forales. 

Téngase en cuenta que se deroga el apartado a).1 en lo que se refiere a 
"Normas electorales", por la disposición derogatoria 1 de la Ley 1/1987, de 
27 de marzo. Ref. BOE-A-2012-3948. 

2. Régimen electoral municipal y de Entidades Locales menores. 

3. Demarcaciones municipales y supramunicipales, que no excedan de los 
términos del Territorio Histórico. 

4. Elaboración y aprobación de sus propios Presupuestos y Cuentas, así como 
de las operaciones de crédito y financieras en los términos que resultan del Título 
Segundo de la presente Ley. 

5. Redacción y aprobación del Plan Foral de Obras y Servicios, Asistencia y 
asesoramiento técnico a las Entidades Locales. 

6. Las establecidas en el artículo 41 del Estatuto de Autonomía y, en general, 
todas las que tengan atribuidas por la Ley del Concierto Económico y por otras 
normas y disposiciones de carácter tributario. 

7. Régimen de los bienes provinciales y municipales, tanto de dominio público 
como patrimoniales o de propios y comunales. 

8. Planificación, proyecto, construcción, conservación, modificación, financiación, 
uso y explicitación de carreteras y caminos. 

Al objeto de asegurar la debida coordinación de las redes de carreteras de la 
Comunidad Autónoma, los Territorios Históricos pondrán en vigor para sus redes las 
normas técnicas y de señalización que se establezcan en el Plan General de 
Carreteras aprobado por las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma, y 
en aquellas carreteras que sean prolongación de las de la Red estatal o que enlacen 
con las de otros Entes Públicos extracomunitarios o entre los propios Territorios 
Históricos, realizarán, como mínimo, aquellas previsiones, objetivos, prioridades y 
mejoras que se establezcan en dicho Plan General de Carreteras. 

Cuando en los planes de la Comunidad Autónoma, del Estado, de otros Entes 
Públicos extracomunitarios o de los Territorios Históricos, se contemple el 
establecimiento de nuevas vías de comunicación cuyo trazado incida 
respectivamente en los Territorios Históricos o en los limítrofes a éstos, se 
procederá a coordinar dichos planes sobre la base de las facultades y atribuciones 
respectivas. 
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Todo ello sin merma de lo dispuesto en el artículo 10.34 del Estatuto de 
Autonomía. 

9. Montes, aprovechamientos, servicios forestales, vías pecuarias y pastos, en 
los términos del artículo 10.8 del Estatuto de Autonomía; guardería forestal y 
conservación y mejora de los suelos agrícolas y forestales. 

10. Obras públicas cuya realización no afecte a otros Territorios Históricos o no 
se declare de interés general por el Gobierno Vasco. 

No obstante lo anterior, se consideran obras hidráulicas de interés general de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco las que así se definen en la Ley de Aguas del 
Parlamento Vasco. Corresponde a la Agencia Vasca del Agua la proyección, 
ejecución y gestión de las obras hidráulicas de interés general, así como el ejercicio 
de cualesquiera otras funciones que le encomienda aquella ley en relación con tales 
obras. 

11. Régimen de los Cuerpos o Secciones de Forales, Miñones y Miqueletes 
dependientes a efectos de representación y tradicionales, de las respectivas 
Diputaciones Forales, sin perjuicio de las facultades que corresponden al Gobierno 
Vasco, como mando supremo de la Policía Autónoma. 

12. Archivos, Bibliotecas, Museos e Instituciones relacionadas con las Bellas 
Artes y Artesanía, de titularidad del Territorio Histórico. 

13. Creación y mantenimiento de organismos culturales, de interés del Territorio 
Histórico. 

b) Corresponde a los Territorios Históricos el desarrollo y la ejecución de las 
normas emanadas de las Instituciones Comunes en las siguientes materias: 

1. 1. Sanidad vegetal, reforma y desarrollo agrario; divulgación, promoción y 
capacitación agraria; viticultura y enología; producción vegetal, salvo semillas y 
plantas de viveros. 

En esa materia, compete a la Agencia Vasca del Agua el ejercicio de las 
funciones que le atribuye la Ley de Aguas autonómica en relación con el 
abastecimiento, saneamiento, depuración y riego, incluida la de elevar al Gobierno 
Vasco la propuesta de decreto que éste aprobará para regular el régimen jurídico 
del riego, con el contenido mínimo establecido en esa ley. 

2. Producción y sanidad animal. 

3. Régimen de aprovechamiento de la riqueza piscícola continental y cinegética. 

4. Policía de las aguas públicas continentales y de sus cauces naturales, riberas 
y servidumbres, que se ejercerá de conformidad con lo previsto en la Ley de Aguas 
del Parlamento Vasco. 



5. Conservación, mejora, restauración o, en su caso, excavación del Patrimonio 
Histórico Artístico Monumental y Arqueológico. 

6. Fomento del deporte. Programas de deporte escolar y deporte para todos. 

c) Corresponde a los Territorios Históricos la ejecución dentro de su territorio de 
la legislación de las Instituciones Comunes en las siguientes materias: 

1. Asistencia social, sin perjuicio de la acción directa de las Instituciones 
Comunes del País Vasco. 

2. Desarrollo comunitario, condición femenina. Política infantil, juvenil, de la 
tercera edad, ocio y esparcimiento, sin perjuicio de la acción directa en estas 
materias por parte de las Instituciones Comunes del País Vasco. 

3. Administración de espacios protegidos del patrimonio natural, salvo la Reserva 
de la Biosfera de Urdaibai. 

4. Defensa contra incendios. 

5. En materia de urbanismo, corresponde a los Territorios Históricos las 
facultades de iniciativa, redacción, ejecución, gestión, fiscalización e información, 
así como las de aprobación de los instrumentos de la Ordenación Territorial y 
Urbanística en desarrollo de las determinaciones del planeamiento de rango 
superior dentro de su ámbito de aplicación, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas por la Ley a otros entes públicos y órganos urbanísticos. 

En materia de urbanismo, corresponde a los Territorios Históricos las facultades 
de iniciativa, redacción, ejecución, gestión, fiscalización e información, así como las 
de aprobación de los instrumentos de la Ordenación Territorial y Urbanística, en 
desarrollo de las determinaciones del planeamiento de rango superior, dentro de su 
ámbito de aplicación, sin perjuicio de las competencias atribuidas por la Ley a otros 
entes públicos y órganos urbanísticos. 

Se entenderá por determinaciones de planeamiento de rango superior las 
comprendidas en los instrumentos de Ordenación Territorial. En tanto no se 
aprueben estos cumplirán tal función los criterios de la Comisión de Ordenación del 
Territorio del País Vasco, en lo que se refiere a los siguientes aspectos: 

– Cuantificación del desarrollo residencial, industrial y de servicios. 

– Infraestructuras, equipamientos, recursos naturales, actividades y materias 
cuya ordenación por razón de su objeto no sea competencia de los Territorios 
Históricos. 

En consecuencia, corresponde a los Territorios Históricos la aprobación de todos 
los instrumentos de Ordenación Urbanística, con la única excepción de los planes 
especiales en ejecución de competencias sectoriales atribuidas a las Instituciones 
Comunes que desarrollen instrumentos de Ordenación Territorial o Urbanística. 



6. La imposición de medidas protectoras y correctoras en actividades sujetas al 
régimen de licencia de actividad clasificada en los municipios de menos de 10.000 
habitantes, y en los municipios de 10.000 o más habitantes si así lo solicita el 
ayuntamiento correspondiente, siempre que no afecte a más de un territorio 
histórico o ente público extracomunitario, y sin perjuicio de las competencias 
atribuidas por la ley a los entes municipales. 

d) Corresponde a los Territorios Históricos, el desarrollo normativo y ejecución de 
la legislación básica del Estado en aquellas materias atribuidas a la competencia 
exclusiva de aquéllos. 

Artículo 8. 

1. En las materias que sean de la competencia exclusiva de los Territorios 
Históricos, les corresponden a éstos las siguientes potestades: 

a) Normativa, aplicándose las normas emanadas de sus Órganos Forales con 
preferencia a cualesquiera otras. La sustitución, tanto de las normas a que se refiere 
la Disposición Transitoria Séptima del Estatuto de Autonomía, como en su caso de 
la legislación del Parlamento Vasco, se realizará mediante Normas Forales de las 
Juntas Generales. 

b) Reglamentaria. 

c) Administrativa, incluida la inspección. 

d) Revisora en la vía administrativa. 

2. En las materias en que corresponde a los Territorios Históricos el desarrollo 
normativo y la ejecución, tienen las siguientes potestades: 

a) De desarrollo normativo de las normas emanadas de las Instituciones 
Comunes, no pudiendo ir en contra de lo dispuesto en las mismas las normas 
emanadas de los Órganos Forales. 

b) Reglamentaria. 

c) Administrativa, incluida la inspección. 

d) Revisora en la vía administrativa. 

3. En las materias en que corresponde a los Territorios Históricos la ejecución, 
tendrán las siguientes potestades que ejercitarán de conformidad con las 
disposiciones de carácter general que en desarrollo de su legislación dicten las 
Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma: 

a) Reglamentaria, para la organización de sus propios servicios. 



b) Administrativa, incluida la inspección. 

c) Revisora en la vía administrativa. 

4. Para la financiación y desarrollo de todas sus competencias y facultades, los 
Territorios Históricos dispondrán de plena capacidad presupuestaria en los términos 
previstos en la presente Ley. 

5. Todas las competencias y facultades correspondientes a los Órganos Forales 
se entienden referidas a su propio y respectivo territorio, sin perjuicio de la eficacia 
personal que, en los supuestos previstos en el Concierto Económico, podrán tener 
las normas emanadas de los Territorios Históricos. 

Artículo 9. 

Las Diputaciones Forales podrán realizar estadísticas para los propios fines y 
competencias a ellas reconocidas en la presente Ley, no incluidas en el Plan 
Estadístico de la Comunidad Autónoma, cumpliendo las normas que se establezcan 
en la legislación de ésta. 

Asimismo, participarán con carácter consultivo en la elaboración del Plan 
Estadístico de la Comunidad Autónoma que incluirá las estadísticas de interés 
general y asumirán la ejecución en su respectivo territorio de estadísticas 
contenidas en dicho Plan, en los términos fijados por el mismo o por los programas 
estadísticos anuales que lo desarrollen. 

Artículo 10. 

Corresponden a las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma las 
competencias de Legislación, Desarrollo Normativo, Alta Inspección, Planificación y 
Coordinación en materia de Transportes Mecánicos por carretera, ejerciendo los 
Territorios Históricos las mismas facultades y con el mismo carácter que en el 
presente ostenta Álava, dentro de su territorio, de acuerdo con los convenios 
vigentes con el Estado. 

CAPÍTULO III 

Disposiciones especiales 

Artículo 11. 

Una Ley del Parlamento Vasco regulará la alta inspección por parte del Gobierno 
Vasco de las actividades de ejecución que a tenor del apartado c) del artículo 7º 
corresponden a los Territorios Históricos, así como en los supuestos en que dicha 
facultad se reconoce expresamente en la presente Ley. 

Artículo 12. 



La Comunidad Autónoma, mediante Ley de su Parlamento y en los términos que 
la misma establezca, podrá transferir o delegar a los Órganos Forales de los 
Territorios Históricos competencias no atribuidas a los mismos por la presente Ley. 

Artículo 13. 

1. El Gobierno Vasco, por propia iniciativa o a solicitud de los Órganos Forales 
de los Territorios Históricos, podrá delegar en las Diputaciones Forales, con el 
alcance y duración que se establezca en el correspondiente Decreto, la gestión y 
prestación de servicios de su competencia. 

2. En todo caso, el Gobierno se reservará las siguientes facultades: 

a) Dictar Reglamentos de ejecución. 

b) Establecer directrices y elaborar programas de gestión. 

c) Recabar información sobre la gestión, y formular requerimientos para 
subsanar las deficiencias observadas. 

 

El concierto económico.  
 

Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el 
País Vasco.  

 

Artículo 41. 

1. Las relaciones de orden tributario entre el Estado y el País Vasco vendrán 
reguladas mediante el sistema foral tradicional de Concierto Económico o 
Convenios. 

2. El contenido del régimen de Concierto respetará y se acomodará a los 
siguientes principios y bases: 

a) Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, 
establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la 
estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, 
armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio 
Concierto, y a las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de 
la Comunidad Autónoma. El Concierto se aprobará por Ley. 

b) La exacción, gestión, liquidación, recaudación e inspección de todos los 
impuestos, salvo los que se integran en la Renta de Aduanas y los que actualmente 



se recaudan a través de Monopolios Fiscales, se efectuará, dentro de cada Territorio 
Histórico, por las respectivas Diputaciones Forales, sin perjuicio de la colaboración 
con el Estado y su alta inspección. 

c) Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos adoptarán los 
acuerdos pertinentes, con objeto de aplicar en sus respectivos territorios las normas 
fiscales de carácter excepcional y coyuntural que el Estado decida aplicar al 
territorio común, estableciéndose igual periodo de vigencia que el señalado para 
éstas. 

d) La aportación del País Vasco al Estado consistirá en un cupo global, integrado 
por los correspondientes a cada uno de sus Territorios, como contribución a todas 
las cargas del Estado que no asuma la Comunidad Autónoma. 

e) Para el señalamiento de los cupos correspondientes a cada Territorio Histórico 
que integran el cupo global antes señalado se constituirá una Comisión Mixta 
integrada, de una parte, por un representante de cada Diputación Foral y otros 
tantos del Gobierno Vasco, y de otra por un número igual de representantes de la 
Administración del Estado. El cupo así acordado se aprobará por Ley, con la 
periodicidad que se fije en el Concierto, sin perjuicio de su actualización anual por el 
procedimiento que se establezca igualmente en el Concierto. 

f) El régimen de Conciertos se aplicará de acuerdo con el principio de solidaridad 
a que se refieren los artículos 138 y 156 de la Constitución. 

 

 

Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto 
Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco  

ANEJO 

Concierto Económico 

CAPÍTULO I 

Tributos 

Sección 1.ª Normas generales 

Artículo 1. Competencias de las Instituciones de los Territorios Históricos. 

Uno. Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán 
mantener, establecer y regular, dentro de su territorio, su régimen tributario. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1978-31229#a138


Dos. La exacción, gestión, liquidación, inspección, revisión y recaudación de los 
tributos que integran el sistema tributario de los Territorios Históricos corresponderá 
a las respectivas Diputaciones Forales. 

Tres. Para la gestión, inspección, revisión y recaudación de los tributos 
concertados, las instituciones competentes de los Territorios Históricos ostentarán 
las mismas facultades y prerrogativas que tiene reconocidas la Hacienda Pública del 
Estado. 

Artículo 2. Principios generales. 

Uno. El sistema tributario que establezcan los Territorios Históricos seguirá los 
siguientes principios: 

Primero. Respeto de la solidaridad en los términos prevenidos en la Constitución 
y en el Estatuto de Autonomía. 

Segundo. Atención a la estructura general impositiva del Estado. 

Tercero. Coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado, de 
acuerdo con las normas del presente Concierto Económico. 

Cuarto. Coordinación, armonización fiscal y colaboración mutua entre las 
instituciones de los Territorios Históricos según las normas que, a tal efecto, dicte el 
Parlamento Vasco. 

Quinto. Sometimiento a los Tratados o Convenios internacionales firmados y 
ratificados por el Estado español o a los que éste se adhiera. 

En particular deberá atenerse a lo dispuesto en los Convenios internacionales 
suscritos por España para evitar la doble imposición y en las normas de 
armonización fiscal de la Unión Europea, debiendo asumir las devoluciones que 
proceda practicar como consecuencia de la aplicación de tales Convenios y normas. 

Dos. Las normas de este Concierto se interpretarán de acuerdo con lo 
establecido en la Ley General Tributaria para la interpretación de las normas 
tributarias. 

Artículo 3. Armonización fiscal. 

Los Territorios Históricos en la elaboración de la normativa tributaria: 

a) Se adecuarán a la Ley General Tributaria en cuanto a terminología y 
conceptos, sin perjuicio de las peculiaridades establecidas en el presente Concierto 
Económico. 



b) Mantendrán una presión fiscal efectiva global equivalente a la existente en el 
resto del Estado. 

c) Respetarán y garantizarán la libertad de circulación y establecimiento de las 
personas y la libre circulación de bienes, capitales y servicios en todo el territorio 
español, sin que se produzcan efectos discriminatorios, ni menoscabo de las 
posibilidades de competencia empresarial ni distorsión en la asignación de recursos. 

d) Utilizarán la misma clasificación de actividades ganaderas, mineras, 
industriales, comerciales, de servicios, profesionales y artísticas que en territorio 
común, sin perjuicio del mayor desglose que de las mismas pueda llevarse a cabo. 

Artículo 4. Principio de colaboración. 

Uno. Las instituciones competentes de los Territorios Históricos comunicarán a la 
Administración del Estado, con la debida antelación a su entrada en vigor, los 
proyectos de disposiciones normativas en materia tributaria. 

De igual modo, la Administración del Estado practicará idéntica comunicación a 
dichas instituciones. 

Dos. El Estado arbitrará los mecanismos que permitan la colaboración de las 
Instituciones del País Vasco en los Acuerdos internacionales que incidan en la 
aplicación del presente Concierto Económico. 

Tres. El Estado y los Territorios Históricos, en el ejercicio de las funciones que 
les competen en orden a la gestión, inspección y recaudación de sus tributos, se 
facilitarán mutuamente, en tiempo y forma adecuados, cuantos datos y 
antecedentes estimen precisos para su mejor exacción. 

En particular, ambas Administraciones: 

a) Se facilitarán, a través de sus centros de proceso de datos, toda la 
información que precisen. A tal efecto, se establecerá la intercomunicación técnica 
necesaria. 

Anualmente se elaborará un plan conjunto y coordinado de informática fiscal. 

b) Los servicios de inspección prepararán planes conjuntos de inspección sobre 
objetivos, sectores y procedimientos selectivos coordinados, así como sobre 
contribuyentes que hayan cambiado de domicilio, entidades en régimen de 
transparencia fiscal y sociedades sujetas a tributación en proporción al volumen de 
operaciones en el Impuesto sobre Sociedades. 

Cuatro. El Estado y las Instituciones del País Vasco arbitrarán los procedimientos 
de intercambio de información que garanticen el adecuado cumplimiento de los 
Tratados y Convenios internacionales del Estado y, en particular, de la normativa 



procedente de la Unión Europea en materia de cooperación administrativa y 
asistencia mutua. 

Artículo 5. Competencias exclusivas del Estado. 

Constituirán competencias exclusivas del Estado las siguientes: 

Primera. La regulación, gestión, inspección, revisión y recaudación de los 
derechos de importación y de los gravámenes a la importación en los Impuestos 
Especiales y en el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

Segunda. La alta inspección de la aplicación del presente Concierto Económico, 
a cuyo efecto los órganos del Estado encargados de la misma emitirán anualmente, 
con la colaboración del Gobierno Vasco y de las Diputaciones Forales, un informe 
sobre los resultados de la referida aplicación. 

 

CAPÍTULO II 

De las relaciones financieras 

Sección 1.ª Normas generales 

Artículo 48. Principios generales. 

Las relaciones financieras entre el Estado y el País Vasco se regirán por los 
siguientes principios: 

Primero. Autonomía fiscal y financiera de las instituciones del País Vasco para el 
desarrollo y ejecución de sus competencias. 

Segundo. Respeto de la solidaridad en los términos prevenidos en la 
Constitución y en el Estatuto de Autonomía. 

Tercero. Coordinación y colaboración con el Estado en materia de estabilidad 
presupuestaria. 

Cuarto. Contribución del País Vasco a las cargas del Estado que no asuma la 
Comunidad Autónoma, en la forma que se determina en el presente Concierto 
Económico. 

Quinto. Las facultades de tutela financiera que, en cada momento, desempeñe el 
Estado en materia de Entidades locales, corresponderán a las instituciones 
competentes del País Vasco, sin que ello pueda significar, en modo alguno, un nivel 



de autonomía de las Entidades locales vascas inferior al que tengan las de régimen 
común. 

Artículo 49. Concepto de cupo. 

La aportación del País Vasco al Estado consistirá en un cupo global, integrado 
por los correspondientes a cada uno de sus Territorios Históricos, como contribución 
a todas las cargas del Estado que no asuma la Comunidad Autónoma del País 
Vasco. 

Artículo 50. Periodicidad y actualización del cupo. 

Uno. Cada cinco años, mediante ley votada por las Cortes Generales, previo 
acuerdo de la Comisión Mixta del Concierto Económico, se procederá a determinar 
la metodología de señalamiento del cupo que ha de regir en el quinquenio, conforme 
a los principios generales establecidos en el presente Concierto, así como a aprobar 
el cupo del primer año del quinquenio. 

Dos. En cada uno de los años siguientes al primero, la Comisión Mixta del 
Concierto Económico procederá a actualizar el cupo mediante la aplicación de la 
metodología aprobada en la ley a que se refiere el apartado anterior. 

Tres. Los principios que configuran la metodología de determinación del cupo 
contenida en el presente Concierto, podrán ser modificados en la Ley de Cupo, 
cuando las circunstancias que concurran y la experiencia en su aplicación así lo 
aconsejen. 

Artículo 51. Participaciones en favor de las Entidades locales del País Vasco 
en los ingresos por tributos no concertados. 

En los supuestos de aportación indirecta mediante participaciones en tributos no 
concertados, las Diputaciones Forales distribuirán las cantidades que, a tenor de las 
normas de reparto de carácter general, correspondan a las Entidades locales de su 
respectivo Territorio Histórico. 

Sección 2.ª Metodología de determinación del cupo 

Artículo 52. Cargas del Estado no asumidas por la Comunidad Autónoma. 

Uno. Se consideran cargas del Estado no asumidas por la Comunidad Autónoma 
las que correspondan a competencias cuyo ejercicio no haya sido asumido 
efectivamente por aquélla. 

Dos. Para la determinación del importe total de dichas cargas se deducirá del 
total de gastos del Presupuesto del Estado la asignación presupuestaria íntegra 
que, a nivel estatal, corresponda a las competencias asumidas por la Comunidad 



Autónoma, desde la fecha de efectividad de la transferencia fijada en los 
correspondientes Decretos. 

Tres. Entre otras tendrán el carácter de cargas no asumidas por la Comunidad 
Autónoma, las siguientes: 

a) Las cantidades asignadas en los Presupuestos Generales del Estado al 
Fondo de Compensación Interterritorial a que se refiere el artículo 158.2 de la 
Constitución. La contribución a esta carga se llevará a cabo por el procedimiento 
que se determine en la Ley de Cupo. 

b) Las transferencias o subvenciones que haga el Estado en favor de entes 
públicos en la medida en que las competencias desempeñadas por los mismos no 
estén asumidas por la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

c) Los intereses y cuotas de amortización de las deudas del Estado en la forma 
que determine la Ley de Cupo. 

Cuatro. La imputación a los distintos Territorios Históricos de la parte 
correspondiente por cargas no asumidas se efectuará por aplicación de los índices a 
que se refiere el artículo 57 siguiente. 

 
 

Competencias de las instituciones locales.  

 

Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.  

CAPÍTULO III 

Competencias 

Artículo 25. 

1. El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus 
competencias, puede promover actividades y prestar los servicios públicos que 
contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal en 
los términos previstos en este artículo. 

2. El Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los 
términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, en las 
siguientes materias: 



a) Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. 
Protección y gestión del Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de 
protección pública con criterios de sostenibilidad financiera. Conservación y 
rehabilitación de la edificación. 

b) Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardines públicos, gestión de 
los residuos sólidos urbanos y protección contra la contaminación acústica, lumínica 
y atmosférica en las zonas urbanas. 

c) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de 
aguas residuales. 

d) Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad. 

e) Evaluación e información de situaciones de necesidad social y la atención 
inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social. 

f) Policía local, protección civil, prevención y extinción de incendios. 

g) Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. Transporte colectivo 
urbano. 

h) Información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local. 

i) Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambulante. 

j) Protección de la salubridad pública. 

k) Cementerios y actividades funerarias. 

l) Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de ocupación del tiempo 
libre. 

m) Promoción de la cultura y equipamientos culturales. 

n) Participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y 
cooperar con las Administraciones educativas correspondientes en la obtención de 
los solares necesarios para la construcción de nuevos centros docentes. La 
conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios de titularidad local 
destinados a centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de 
educación especial. 

ñ) Promoción en su término municipal de la participación de los ciudadanos en el 
uso eficiente y sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 

o) Actuaciones en la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres así 
como contra la violencia de género. 

p) Promoción y participación en comunidades ciudadanas de energía y 
comunidades de energías renovables que permitan contribuir a la obtención de 
beneficios medioambientales, económicos o sociales en los municipios donde 
operan, así como el impulso de actuaciones de transición energética tales como la 
eficiencia energética, la electrificación y el fomento del autoconsumo. 



3. Las competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo se 
determinarán por Ley debiendo evaluar la conveniencia de la implantación de 
servicios locales conforme a los principios de descentralización, eficiencia, 
estabilidad y sostenibilidad financiera. 

4. La Ley a que se refiere el apartado anterior deberá ir acompañada de una 
memoria económica que refleje el impacto sobre los recursos financieros de las 
Administraciones Públicas afectadas y el cumplimiento de los principios de 
estabilidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la actividad. La Ley 
debe prever la dotación de los recursos necesarios para asegurar la suficiencia 
financiera de las Entidades Locales sin que ello pueda conllevar, en ningún caso, un 
mayor gasto de las Administraciones Públicas. 

Los proyectos de leyes estatales se acompañarán de un informe del Ministerio 
de Hacienda y Administraciones Públicas en el que se acrediten los criterios antes 
señalados. 

5. La Ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, 
garantizando que no se produce una atribución simultánea de la misma 
competencia a otra Administración Pública. 

6. Con carácter previo a la atribución de competencias a los municipios, de 
acuerdo con el principio de diferenciación, deberá realizarse una ponderación 
específica de la capacidad de gestión de la entidad local, dejando constancia de tal 
ponderación en la motivación del instrumento jurídico que realice la atribución 
competencial, ya sea en su parte expositiva o en la memoria justificativa 
correspondiente. 

Artículo 26. 

1. Los Municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios siguientes: 

a) En todos los Municipios: alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, 
limpieza viaria, abastecimiento domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a 
los núcleos de población y pavimentación de las vías públicas. 

b) En los Municipios con población superior a 5.000 habitantes, además: parque 
público, biblioteca pública y tratamiento de residuos. 

c) En los Municipios con población superior a 20.000 habitantes, además: 
protección civil, evaluación e información de situaciones de necesidad social y la 
atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social, prevención 
y extinción de incendios e instalaciones deportivas de uso público. 

d) En los Municipios con población superior a 50.000 habitantes, además: 
transporte colectivo urbano de viajeros y medio ambiente urbano. 



2. En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes será la Diputación 
provincial o entidad equivalente la que coordinará la prestación de los siguientes 
servicios: 

a) Recogida y tratamiento de residuos. 

b) Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación y tratamiento de 
aguas residuales. 

c) Limpieza viaria. 

d) Acceso a los núcleos de población. 

e) Pavimentación de vías urbanas. 

f) Alumbrado público. 

Para coordinar la citada prestación de servicios la Diputación propondrá, con la 
conformidad de los municipios afectados, al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas la forma de prestación, consistente en la prestación 
directa por la Diputación o la implantación de fórmulas de gestión compartida a 
través de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. Para reducir los costes 
efectivos de los servicios el mencionado Ministerio decidirá sobre la 
propuesta formulada que deberá contar con el informe preceptivo de la 
Comunidad Autónoma si es la Administración que ejerce la tutela financiera. 

Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los incisos 
destacados, en la redacción dada por el art. 1.9 de la Ley 27/2013, de 27 de 
diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756., por Sentencia del TC 111/2016, de 9 de 
junio. Ref. BOE-A-2016-6839. 

Cuando el municipio justifique ante la Diputación que puede prestar estos 
servicios con un coste efectivo menor que el derivado de la forma de gestión 
propuesta por la Diputación provincial o entidad equivalente, el municipio podrá 
asumir la prestación y coordinación de estos servicios si la Diputación lo considera 
acreditado. 

Cuando la Diputación o entidad equivalente asuma la prestación de estos 
servicios repercutirá a los municipios el coste efectivo del servicio en función de su 
uso. Si estos servicios estuvieran financiados por tasas y asume su prestación la 
Diputación o entidad equivalente, será a ésta a quien vaya destinada la tasa para la 
financiación de los servicios. 

3. La asistencia de las Diputaciones o entidades equivalentes a los Municipios, 
prevista en el artículo 36, se dirigirá preferentemente al establecimiento y adecuada 
prestación de los servicios mínimos. 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-13756#aprimero
https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2016-6839


Artículo 27. 

1. El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas 
competencias, podrán delegar en los Municipios el ejercicio de sus competencias. 

La delegación habrá de mejorar la eficiencia de la gestión pública, contribuir a 
eliminar duplicidades administrativas y ser acorde con la legislación de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera. 

La delegación deberá determinar el alcance, contenido, condiciones y duración 
de ésta, que no podrá ser inferior a cinco años, así como el control de eficiencia que 
se reserve la Administración delegante y los medios personales, materiales y 
económicos, que ésta asigne sin que pueda suponer un mayor gasto de las 
Administraciones Públicas. 

La delegación deberá acompañarse de una memoria económica donde se 
justifiquen los principios a que se refiere el párrafo segundo de este apartado y se 
valore el impacto en el gasto de las Administraciones Públicas afectadas sin que, en 
ningún caso, pueda conllevar un mayor gasto de las mismas. 

2. Cuando el Estado o las Comunidades Autónomas deleguen en dos o más 
municipios de la misma provincia una o varias competencias comunes, dicha 
delegación deberá realizarse siguiendo criterios homogéneos. 

La Administración delegante podrá solicitar la asistencia de las Diputaciones 
provinciales o entidades equivalentes para la coordinación y seguimiento de las 
delegaciones previstas en este apartado. 

3. Con el objeto de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia 
de los servicios públicos y el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los 
procesos de racionalización administrativa, generando un ahorro neto de recursos, 
la Administración del Estado y las de las Comunidades Autónomas podrán delegar, 
siguiendo criterios homogéneos, entre otras, las siguientes competencias: 

a) Vigilancia y control de la contaminación ambiental. 

b) Protección del medio natural. 

c) Prestación de los servicios sociales, promoción de la igualdad de 
oportunidades y la prevención de la violencia contra la mujer. 

d) Conservación o mantenimiento de centros sanitarios asistenciales de 
titularidad de la Comunidad Autónoma. 

e) Creación, mantenimiento y gestión de las escuelas infantiles de educación de 
titularidad pública de primer ciclo de educación infantil. 

f) Realización de actividades complementarias en los centros docentes. 



g) Gestión de instalaciones culturales de titularidad de la Comunidad Autónoma 
o del Estado, con estricta sujeción al alcance y condiciones que derivan del artículo 
149.1.28.ª de la Constitución Española. 

h) Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad de la Comunidad 
Autónoma o del Estado, incluyendo las situadas en los centros docentes cuando se 
usen fuera del horario lectivo. 

i) Inspección y sanción de establecimientos y actividades comerciales. 

j) Promoción y gestión turística. 

k) Comunicación, autorización, inspección y sanción de los espectáculos 
públicos. 

l) Liquidación y recaudación de tributos propios de la Comunidad Autónoma o del 
Estado. 

m) Inscripción de asociaciones, empresas o entidades en los registros 
administrativos de la Comunidad Autónoma o de la Administración del Estado. 

n) Gestión de oficinas unificadas de información y tramitación administrativa. 

o) Cooperación con la Administración educativa a través de los centros 
asociados de la Universidad Nacional de Educación a Distancia. 

4. La Administración delegante podrá, para dirigir y controlar el ejercicio de los 
servicios delegados, dictar instrucciones técnicas de carácter general y recabar, en 
cualquier momento, información sobre la gestión municipal, así como enviar 
comisionados y formular los requerimientos pertinentes para la subsanación de las 
deficiencias observadas. En caso de incumplimiento de las directrices, denegación 
de las informaciones solicitadas, o inobservancia de los requerimientos formulados, 
la Administración delegante podrá revocar la delegación o ejecutar por sí misma la 
competencia delegada en sustitución del Municipio. Los actos del Municipio podrán 
ser recurridos ante los órganos competentes de la Administración delegante. 

5. La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por el Municipio 
interesado. 

6. La delegación habrá de ir acompañada en todo caso de la correspondiente 
financiación, para lo cual será necesaria la existencia de dotación presupuestaria 
adecuada y suficiente en los presupuestos de la Administración delegante para cada 
ejercicio económico, siendo nula sin dicha dotación. 

El incumplimiento de las obligaciones financieras por parte de la Administración 
autonómica delegante facultará a la Entidad Local delegada para compensarlas 
automáticamente con otras obligaciones financieras que ésta tenga con aquélla. 

7. La disposición o acuerdo de delegación establecerá las causas de revocación 
o renuncia de la delegación. Entre las causas de renuncia estará el incumplimiento 
de las obligaciones financieras por parte de la Administración delegante o cuando, 



por circunstancias sobrevenidas, se justifique suficientemente la imposibilidad de su 
desempeño por la Administración en la que han sido delegadas sin menoscabo del 
ejercicio de sus competencias propias. El acuerdo de renuncia se adoptará por el 
Pleno de la respectiva Entidad Local. 

8. Las competencias delegadas se ejercen con arreglo a la legislación del Estado 
o de las Comunidades Autónomas. 

 

LEY 2/2016, de 7 de abril, de Instituciones Locales de Euskadi.  

TÍTULO III 

Competencias municipales 

Artículo 14. Competencias de las entidades locales. Principios generales. 

1. Las competencias de las entidades locales que se establezcan por ley o 
norma foral se clasifican en propias, transferidas o delegadas. 

2. Tienen la consideración de competencias propias de los municipios las que, 
de acuerdo con el listado de ámbitos materiales establecido en el artículo 17 de esta 
ley, se reconozcan con ese carácter en las leyes o, en su caso, en las normas 
forales. 

3. El autogobierno de los municipios se garantiza mediante la atribución de 
competencias propias y solo excepcionalmente a través de competencias 
transferidas o delegadas. 

4. Asimismo, las entidades locales podrán ejercitar cualquier tipo de actividad, 
servicio o prestación que, desarrollada en interés de la comunidad local, no se 
encuadre dentro de las competencias propias, transferidas o delegadas, siempre 
que, de acuerdo con lo expuesto en la presente ley, no se incurra en supuestos de 
duplicidad y no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera de la hacienda de la 
entidad en su conjunto. 

5. La atribución de las competencias propias a las entidades locales territoriales 
se hará efectiva de acuerdo con los principios de suficiencia financiera, proximidad a 
la ciudadanía, subsidiariedad y, en su caso, diferenciación, de conformidad con lo 
previsto en la presente ley. 

Artículo 15. Definición de competencia de las entidades locales territoriales. 

1. Se entiende por competencia de las entidades locales territoriales el conjunto 
o haz de facultades y funciones que, de acuerdo con lo previsto en las leyes o en las 
normas forales, corresponden a aquellas en un ámbito material concreto o en un 
sector o institución particular. 



2. Las funciones o facultades de las entidades locales territoriales podrán ser de 
carácter normativo o de ordenación, de planificación, de programación, de fomento, 
de gestión, o ejecutivas. 

3. En todo caso, la atribución de una competencia como propia a una entidad 
local territorial conllevará el ejercicio por parte de esta de todas las facultades 
descritas en el apartado segundo de este artículo, salvo que excepcionalmente se 
establezca en el enunciado legal un acota-miento funcional específico. 

Artículo 16. Cláusula universal de competencias municipales y actividades, 
servicios o prestaciones que no tengan el carácter de competencias propias, 
transferidas o delegadas. 

1. Los municipios podrán desarrollar actividades, servicios o prestaciones que, 
sin estar encuadradas dentro del ámbito de las competencias propias, transferidas o 
delegadas, vayan encaminadas a ordenar y gestionar cualquier ámbito de actividad 
que implique mejora en la calidad de vida de la ciudadanía y satisfaga cualquier tipo 
de necesidades o intereses de la comunidad. 

2. No obstante, con el fin de evitar duplicidades en la ordenación o prestación de 
servicios, los municipios no podrán asumir o ejercer competencias sobre 
determinadas actividades, servicios o prestaciones que, según el sistema de 
atribución de competencias, estén reservadas expresamente por el ordenamiento 
jurídico a otro nivel de gobierno. 

3. A los efectos de la presente ley, se entiende por duplicidad cuando dos o más 
entes territoriales ejercen las mismas funciones públicas, sobre las mismas materias 
competenciales, en un ámbito territorial coincidente o en relación con la misma 
población y con la finalidad de satisfacer la misma necesidad social. 

4. En cualquier caso, se entiende que no existe duplicidad cuando el ejercicio de 
una actividad, servicio o prestación sea objeto de financiación específica por otras 
administraciones o responda a políticas o programas impulsados por ellas. 

5. La financiación del ejercicio de las actividades, servicios o prestaciones 
previstas en el apartado primero de este artículo, salvo que así se prevea 
expresamente en una ley o norma foral o, excepcionalmente, sea objeto de una 
política subvencional específica de las instituciones autonómicas o forales, 
corresponderá exclusivamente al municipio que emprenda tales actividades, 
servicios o prestaciones. 

6. Los municipios que no cumplan los objetivos de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera de acuerdo con lo previsto en la legislación correspondiente 
y en las normas forales solo podrán desarrollar, en su caso, las competencias 
establecidas en el apartado primero del presente artículo de acuerdo con lo que se 
prevea en su plan económico-financiero correspondiente y en los términos en que 
se establezca por las instituciones competentes. 



7. Cuando el municipio quiera impulsar el ejercicio de actividades, servicios o 
prestaciones que no tengan el carácter de competencias propias, delegadas o 
transferidas, deberá justificar en un informe el cumplimiento de los requisitos 
relativos a la inexistencia de duplicidad y sostenibilidad financiera. El Gobierno 
Vasco establecerá, por norma reglamentaria, el procedimiento de solicitud y los 
criterios para emitir los informes preceptivos y necesarios por los correspondientes 
departamentos en aquellas actividades, servicios o prestaciones en los que el 
municipio identifique que puede existir una posible duplicidad para aquellas materias 
en las que ostente la competencia. 

8. El informe previsto en el apartado anterior será solicitado por el alcalde, dando 
cuenta al pleno de la entidad. La petición de informe será remitida a la 
administración competente por razón de la materia, así como a la diputación foral 
que tenga atribuida la tutela financiera. Los informes que realicen dichas 
instituciones serán vinculantes y motivados, pudiendo ser denegatorios, únicamente, 
por razón de existencia de duplicidad o por motivo de afectación a la sostenibilidad 
financiera del municipio. El plazo para la emisión de los precitados informes será de 
veinte días hábiles, pudiendo proseguir el municipio con sus pretensiones en el 
supuesto de no emisión de los informes en el plazo señalado. 

Artículo 17. Competencias propias de los municipios. 

1. En el marco de lo dispuesto en la presente ley y en la legislación que sea de 
aplicación, los municipios podrán ejercer competencias propias en los siguientes 
ámbitos materiales: 

1) Ordenación y gestión de la protección civil, emergencias, prevención y 
extinción de incendios. 

2) Ordenación y gestión de las relaciones de convivencia en el espacio público. 

3) Ordenación y gestión del uso de servicios, equipamientos, infraestructuras e 
instalaciones de titularidad pública. 

4) Ordenación y gestión de la policía local, ordenación del tráfico, seguridad vial, 
estacionamiento de vehículos y colaboración en la seguridad ciudadana. 

5) Ordenación y gestión de la seguridad de las actividades organizadas en 
espacios públicos y en los lugares y establecimientos de pública concurrencia. 

6) Ordenación y gestión en materia de animales de compañía y potencialmente 
peligrosos. 

7) Planificación, programación y gestión de viviendas. 

8) Ordenación complementaria, promoción, gestión, defensa y protección del 
medio ambiente y desarrollo sostenible, incluida la protección contra la 
contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas urbanas. 

9) Ordenación, gestión, ejecución y disciplina en materia urbanística. 



10) Promoción, gestión, defensa y protección de la salud pública. 

11) Ordenación y gestión de la defensa y protección de personas usuarias y 
consumidoras. 

12) Ordenación, planificación y gestión, así como control sanitario de 
cementerios y servicios funerarios. 

13) Ordenación, planificación y gestión de los servicios sociales. 

14) Ordenación, programación y gestión en materia de garantía de ingresos e 
inclusión social. 

15) Ordenación, gestión, prestación y control de los servicios en el ciclo integral 
del agua de uso urbano. Esta materia incluye el abastecimiento de agua en alta o 
aducción, abastecimiento de agua en baja, saneamiento o recogida de las aguas 
residuales urbanas y pluviales de los núcleos de población y depuración de las 
aguas residuales urbanas. 

16) Ordenación, gestión y prestación del servicio de alumbrado público, limpieza 
viaria, acceso a núcleos de población y pavimentación de vías urbanas, así como 
parques y jardines. 

17) Ordenación, gestión, prestación y control de los servicios de recogida y 
tratamiento de residuos sólidos urbanos o municipales, así como planificación, 
programación y disciplina de la reducción de la producción de residuos urbanos o 
municipales. 

18) Ordenación, planificación, programación, gestión, disciplina y promoción de 
los servicios urbanos de transporte público de personas que, por cualquier modo de 
transporte, se lleven a cabo íntegramente dentro de sus respectivos términos 
municipales. 

19) Ordenación y promoción del deporte y de actividades deportivas y gestión de 
equipamientos deportivos de uso público. 

20) Ordenación y promoción de la cultura y de actividades culturales y gestión de 
equipamientos culturales de uso público. 

21) Protección, gestión y conservación del patrimonio histórico municipal y 
elaboración y aprobación de planes especiales de protección y catálogos. 

22) Gestión y promoción del turismo local. 

23) Participación en la programación de la enseñanza y en la vigilancia del 
cumplimiento de la escolaridad obligatoria, así como conservación, mantenimiento y 
vigilancia de los edificios destinados a centros públicos de educación infantil, de 
educación primaria y de educación especial. Asimismo, en relación con los ámbitos 
anteriores, cooperación con la Administración educativa en la obtención de los 
solares necesarios para la construcción de nuevos centros docentes públicos. 

24) Ordenación y gestión de las actividades de servicios. 



25) Desarrollo local económico y social y políticas o planes locales de empleo. 

26) Planes de normalización, ordenación y gestión de las políticas de fomento y 
uso del euskera, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7 de esta ley. 

27) Ordenación y gestión de las políticas de igualdad de género y fomento de la 
equidad. 

28) Gestión del patrimonio municipal y regulación de su uso y destino y su 
conservación y mantenimiento, de acuerdo, en su caso, con la normativa foral. 

29) Ordenación, gestión y vigilancia de las actividades y los usos que se llevan a 
cabo en las playas, lagos y montes, sin perjuicio de las competencias de los 
territorios históricos en esta materia. Ordenación del acceso a las playas y 
prestación del servicio de limpieza de estas. 

30) Ordenación y gestión de estructuras de participación ciudadana, 
transparencia, buen gobierno y acceso a las nuevas tecnologías. Administración 
electrónica, racionalización y simplificación de procedimientos. En particular, la 
promoción en el término municipal de la participación de los ciudadanos en el uso 
eficiente y sostenible de las tecnologías de la información y las comunicaciones. 

31) Ordenación y gestión, incluidas conservación y mantenimiento, de las vías 
públicas urbanas y rurales de titularidad municipal dentro del término municipal. 

32) Ordenación, gestión, disciplina y promoción en vías urbanas de su titularidad 
de la movilidad y accesibilidad de personas, vehículos, sean o no a motor, y 
animales, y del transporte de personas y mercancías, para lo que podrán fijar los 
medios materiales, técnicos y humanos que se consideren necesario. 

33) Ordenación y gestión de establecimientos públicos y actividades recreativas. 

34) Ordenación y gestión del comercio interior. En concreto, lo relativo a la 
ordenación y gestión sobre mercados, abastos, ferias, lonjas, mataderos y comercio 
ambulante, incluyendo igualmente la planificación y ordenación del uso comercial al 
por menor y grandes equipamientos comerciales atendiendo a criterios de 
ordenación urbanística y utilización racional del suelo, así como la ordenación, 
inspección y sanción en materia de compraventa de vehículos y otros artículos en 
espacios públicos. 

35) Gestión de las políticas de integración social en materia de inmigración, de 
acuerdo con la legislación en materia de extranjería y en cooperación con las 
instituciones autonómicas. 

36) Planificación, ordenación y gestión de políticas de juventud. 

37) Planificación, ordenación y gestión de políticas en materia de cooperación 
para el desarrollo. 

2. Con la finalidad de garantizar el principio de autonomía local, las leyes 
sectoriales del Parlamento Vasco o, en su caso, las normas forales que atribuyan 



competencias propias en los ámbitos materiales contenidos en el apartado primero 
del presente artículo salvaguardarán las facultades previstas para cada materia en 
el apartado anterior. Cualquier limitación de tales facultades reservadas a los 
municipios deberá ser motivada adecuadamente de acuerdo con los principios de 
subsidiariedad y de proporcionalidad, así como materializada normativamente de 
forma expresa. 

3. En todo caso, las leyes y normas forales podrán, al atribuir competencias 
como propias a los municipios, ampliar las facultades que definen el ámbito de 
autonomía municipal previsto en el apartado primero del presente artículo, 
garantizando la suficiencia financiera de los municipios titulares de esas 
competencias en los términos que se prevén en el título IX y en las disposiciones 
adicionales de esta ley que regulan, en su caso, regímenes específicos de ejercicio 
de las competencias y de financiación en función de determinadas materias. 
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